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PETICIÓN 305-05
ADMISIBILIDAD

JUAN LUIS PIMENTEL ROMÁN
CHILE
12 de julio de 2010

I.
RESUMEN

1. El presente informe se refiere a la admisibilidad de la petición 305-05, abierta por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en lo sucesivo "Comisión Interamericana", "Comisión" o "CIDH") en virtud de la presentación de una petición, recibida el 18 de marzo de 2005, por parte de la Oficina de Derechos Humanos de la Corporación de Asistencia Judicial (en adelante “los peticionarios”), a favor del señor Juan Luis Pimentel Román, de 44 años de edad al momento de presentación de la petición, en contra del Estado de Chile (en adelante "el Estado" o "el Estado chileno"). Los peticionarios alegan que el Estado ha incurrido en responsabilidad en el marco de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en lo sucesivo "Convención Americana" o “la Convención”); en específico, al discriminar a la presunta víctima por ser nacional peruano, mediante la negativa a brindarle la atención médica que requería y, posteriormente, las garantías y protección judiciales que permitieran resolver dicho acto arbitrario.
2. Los peticionarios señalan que en junio de 2004, el señor Juan Luis Pimentel Román, nacional peruano, quien en ese entonces se encontraría de vacaciones en Chile, habría sufrido un accidente vehicular, mientras se trasladaba en ómnibus. El chofer lo habría llevado a una posta de primeros auxilios, donde únicamente le otorgaron medicamento para controlar el dolor. Alegan que, días más tarde, se habría hecho un estudio médico, que arrojó daño al hígado, por lo que se le proporcionó un pase de interconsulta al Hospital Cordillera, del servicio público, donde, en dos ocasiones, 22 y 30 de julio de 2004, personal del nosocomio se habría negado a brindarle la atención que requería por ser peruano. Los peticionarios informan que el señor Pimentel en la actualidad vive en Chile y, que desde la fecha del accidente, se encuentra imposibilitado de realizar actividades físicas y aún no habría recibido el tratamiento médico que su estado de salud requiere.
3. En la petición se informa que los representantes del señor Pimentel presentaron ante las autoridades judiciales un recurso de protección por considerar que la vida del mismo se encontraba en peligro. Así en dicho recurso, solicitaron que se ordenaran las diligencias necesarias para que el señor Pimentel pudiera recibir el cuidado médico que su salud requería. El recurso de protección habría sido rechazado por extemporáneo y también fueron rechazados los posteriores recursos presentados en contra del primer rechazo. Los peticionarios alegan que el recurso de protección fue erróneamente rechazado y, con ello, se habría evitado que se llevara a cabo una investigación de los hechos, que recibiera atención médica y se habría vulnerado el derecho del señor Pimentel a la protección de garantías judiciales.

4. Por su parte, el Estado señala que la Constitución de la Nación específicamente prohíbe el trato desigual y discriminatorio, por lo que los hechos señalados en la petición no serían verídicos. Asimismo, hace hincapié en el hecho de que la representación de la presunta víctima habría hecho un uso indebido y poco diligente de los recursos nacionales, al presentar el recurso de protección fuera del plazo establecido en la legislación chilena. Así, afirma que el hecho de que las autoridades jurisdiccionales se hayan visto imposibilitadas de investigar los hechos alegados, se debe a una causa imputable a la presunta víctima y no al Estado.
5. Tras el análisis de la petición, y de acuerdo con lo establecido en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, así como en los artículos 30, 36 y concordantes de su Reglamento, la CIDH concluye que tiene competencia para conocer la denuncia presentada por los peticionarios, con base en la presunta violación de los artículos 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial)  de la Convención Americana en conexión con los artículos 1(1) y 2 del mismo Convenio, en perjuicio de la presunta víctima. Además, por aplicación del principio iura novit curia la Comisión concluye que la petición es admisible por la presunta violación de los artículos 5 (integridad personal) y 24 (igualdad ante la ley) de la Convención en conexión con los artículos 1(1) y 2 del mismo instrumento. Finalmente, la Comisión resuelve notificar a las partes, hacer público el presente informe de admisibilidad e incluirlo en el Informe Anual para la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
6. La denuncia fue presentada por los peticionarios ante la Secretaría Ejecutiva de la Comisión el 18 de marzo de 2005 y la CIDH inició el trámite de la misma el 13 de septiembre del mismo año, cuando transmitió al Estado las partes pertinentes de la petición y le solicitó que presentara su respuesta dentro del término de 2 meses. El Estado envió su respuesta en noviembre de 2005 y envió nuevas observaciones el 1 de agosto de 2006. Los peticionarios enviaron observaciones el 23 de mayo de 2006 y 7 de septiembre de 2007, dándose traslado de ello al Estado el 4 de octubre de 2007. En marzo de 2010, la Comisión solicitó información adicional a los peticionarios, misma que fue recibida el 15 de abril de 2010 y se envió al Estado para su conocimiento el 8 de junio de 2010. 

III.
POSICIONES DE LAS PARTES


A.
Posición de los peticionarios
7. En la petición se señala que el señor Juan Luis Pimentel, de nacionalidad peruana, habría ingresado a Chile el 14 de junio de 2004, con visa de turista, con el fin de pasar un tiempo con su hija, quien se encontraba residiendo en la ciudad de Santiago. 
8. Agrega que el 17 de junio de ese año, el señor Pimentel se encontraba a bordo de un microbús, a fin de trasladarse hacia la comuna de Macul y, durante el trayecto, habría ocurrido un accidente, del que resultaron lesionados algunos pasajeros; entre ellos, el señor Pimentel. Con motivo del accidente, el chofer del microbus se dirigió a una posta médica en la que se habría suministrado morfina a la presunta víctima para calmar el dolor. Posteriormente fue trasladado, en ambulancia al Hospital del Salvador, donde habría permanecido 4 horas en observación con suministro de suero.
9. Los peticionarios señalan que el 30 de junio de 2004, en vista de que continuaba con dolor y molestias, el señor Pimentel se trasladó al Consultorio Santa Julia, de la comuna de Macul, donde lo enviaron a realizarse una ecotomografía, cuyos resultados, obtenidos el 15 de julio de ese año arrojaron como diagnóstico “hígado con filtración grasa. Ruptura de la pared abdominal”
. En el Consultorio Santa Julia le habrían entregado una hoja de interconsulta para que fuera atendido en el Hospital Cordillera, por necesitar, aparentemente, de una cirugía. Así pues, señalan los peticionarios que el 22 de julio de 2004, el señor Pimentel habría acudido al Hospital Cordillera, donde el director del mismo le informó que “en virtud de una Directiva del Servicio de Salud no se le podría atender por el hecho de ser peruano”, negándole así la atención médica y hospitalaria. Los peticionarios agregan que, no conforme con la respuesta, el señor Pimentel acudió nuevamente a dicho nosocomio el 30 del mismo mes, obteniendo idéntica respuesta por parte del director.
10. En la petición se indica que el 13 de agosto de 2004, la Oficina de Derechos Humanos de la Corporación de Asistencia Judicial habría interpuesto un recurso de protección ante la Corte de Apelaciones de Santiago, a favor del señor Juan Luis Pimentel Román, a fin de que se adoptaran las providencias necesarias “para reestablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado”, alegando que estaban en presencia de un acto ilegal y arbitrario que, mientras se le continuara negando la atención, amenazaba el derecho a la vida y perturbaba la garantía constitucional de igualdad ante la ley, de forma continuada. Mediante resolución del 17 de agosto de 2004, la Corte habría declarado inadmisible el recurso por presentación extemporánea. Al respecto, los peticionarios aclaran que la Corte tomó en cuenta el 22 de julio de 2004, como fecha en que el señor Pimentel habría conocido de la negativa a atenderle; sin embargo, alegan que la fecha que debía tenerse en cuenta es la del 30 de julio, puesto que regresó a insistir y fue entonces cuando se le reiteró la negativa. Así mismo, alegan que la Corte debía haber tomado en cuenta que la violación de que era objeto el señor Pimentel era de carácter continuado, puesto que mientras se le siguiera negando la atención médica, su vida continuaba en peligro. Por ello, afirman, la Corte no debía haber resuelto el recurso de protección como extemporáneamente interpuesto.
11. El 19 de agosto de 2004, los peticionarios habrían presentado un recurso de reconsideración (o reposición) en contra de dicha resolución, señalando que el recurso se habría presentado en tiempo, pues el señor Pimentel habría tomado conocimiento definitivo y cierto del acto que le perjudicaba, el 30 de julio de 2004, además de que se trataba de un perjuicio continuado. Indican que, la Corte, mediante resolución del 26 de agosto de 2004, rechazó el recurso, esgrimiendo que los alegatos presentados por los peticionarios no modificaban las bases de la resolución primera. Agregan los peticionarios que, en consecuencia, el 1° de septiembre de 2004 se presentó un recurso de queja ante la Corte Suprema, por considerar que se estaba frente a faltas o abusos graves cometidos por ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago, que habrían dejado en indefensión jurídica al señor Pimentel. 
12. Los peticionarios indican que la resolución de la Corte Suprema, del 7 de septiembre de 2004, declaró inadmisible el recurso por extemporáneo, argumentando que se debía haber recurrido en queja la primera resolución y no así el rechazo al recurso de reconsideración. El 10 de septiembre de 2004 se habría presentado una reconsideración ante la Corte Suprema, mismo que también fue rechazado el 21 del mismo mes.
13. Mediante comunicación recibida el 15 de abril de 2010, los peticionarios informaron que a la fecha, el señor Pimentel aún no habría recibido tratamiento médico alguno y solamente se le habrían realizado algunos exámenes tendientes a diagnosticar su problema de salud. Asimismo, indicaron que como consecuencia del accidente y de la falta de atención médica, el señor Pimentel se habría visto impedido de realizar actividades físicas y, en consecuencia, de encontrar un trabajo, por lo que tanto él como su familia estarían pasando por una precaria situación económica.
14. Por lo señalado, los peticionarios alegan que los hechos representan una violación, por parte del Estado chileno, al derecho a la justicia y a las garantías judiciales, contenidos en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación al 1(1) y 2 de la misma, en perjuicio del señor Juan Luis Pimentel Román.

B.
Posición del Estado

15. En sus primeras presentaciones, el Estado alegó que la petición se habría presentado ante la Secretaría Ejecutiva de la CIDH fuera del plazo establecido por el artículo 46(1)(b) de la Convención Americana, puesto que la última resolución interna es del 21 de septiembre de 2004 y la petición de septiembre de 2005. 
16. En escritos posteriores, el Estado alegó que la supuesta discriminación de que fue objeto el señor Pimentel y que habría originado una ausencia de atención médica “no es efectiva”. Así, afirma que la presunta víctima habría recibido de manera oportuna las atenciones médicas que el sistema de salud chileno establece para estos casos, donde la nacionalidad jamás habría sido un elemento o factor discriminatorio para la obtención de prestaciones de salud en Chile.
17. Agregó que el principal alegato de los peticionarios es que se habría cometido una violación a los derechos humanos del señor Pimentel, como consecuencia de la interposición de un recurso de protección declarado extemporáneo por la justicia chilena. En ese sentido, el Estado indica que dicha circunstancia habría existido por una acción totalmente imputable al denunciante, por presentar fuera de plazo el recurso de protección y no actuar de manera diligente en beneficio de la presunta víctima.
18. Por otra parte, el Estado señaló que el recurso de protección, o de amparo, se encuentra consagrado en la Constitución de la República de Chile y protege, entre otras garantías, la igualdad ante la ley, estableciendo que en Chile no existen grupos ni personas privilegiadas. El Estado considera que, de haberse interpuesto el recurso en tiempo, la presunta víctima hubiera podido obtener un pronunciamiento de fondo por parte de los tribunales.
19. En consecuencia, el Estado solicitó a la Comisión que declarara inadmisible la petición por haber sido presentada ante la Comisión fuera del tiempo establecido por la Convención, por no haberse agotado debidamente la vía procesal interna y porque los hechos denunciados no caracterizarían violaciones a ningún derecho consagrado por la Convención Americana.

IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci

20. Los peticionarios están legitimados para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana. En la petición se nombra como supuesta víctima a un individuo con respecto al cual el Estado ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana. En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Chile es un Estado parte de la Convención desde el 21 de agosto de 1990, fecha en que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la petición.

21. La Comisión posee competencia ratione loci para considerar la petición, ya que en ésta se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana ocurridos dentro del territorio de un Estado parte de la misma.  La CIDH posee competencia ratione temporis puesto que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana regía para el Estado a la fecha en que se afirma que ocurrieron las supuestas violaciones de derechos alegadas en la petición. Finalmente, la Comisión posee competencia ratione materiae porque en la petición se aducen violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana.


B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición


1.
Agotamiento de recursos internos
22. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana, de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto garantizar al Estado en cuestión la posibilidad de resolver controversias dentro de su propio marco jurídico.
23. En el presente caso, los peticionarios aducen que se agotaron debidamente los recursos internos, principalmente mediante la presentación del recurso de protección ante la Corte de Apelaciones que, señalan, es el recurso idóneo dentro de la legislación chilena a fin de salvaguardar derechos fundamentales. Posteriormente, se habrían interpuesto recursos de reconsideración ante la misma Corte y ante la Corte Suprema de la Nación. 
24. La Comisión observa que el artículo 20 de la Constitución Política de la República de Chile, en relación con el 19.2 y 19.9 de la misma Constitución, establece que contra las violaciones a los derechos establecidos en el artículo 19, efectivamente procede el recurso de protección ante la Corte de Apelaciones que corresponda.
 Por su parte, el Estado afirmó que el recurso de protección o de amparo se encuentra consagrado en la Constitución de la República de Chile y protege, entre otras garantías, la igualdad ante la ley. Así pues, la Comisión advierte que, efectivamente, el recurso de amparo o protección era el recurso adecuado que debía interponer el señor Pimentel ante las autoridades jurisdiccionales chilenas con el fin de salvaguardar su derecho a recibir atención médica, sin importar su nacionalidad.
25. Los recursos presentados por los peticionarios ante el poder judicial referían que personal de un hospital público le habría denegado al señor Pimentel, el 22 y 30 de julio de 2004, acceso a tratamiento médico, con base en su nacionalidad y, que desde entonces no había podido conseguir el tratamiento necesario para remediar sus problemas médicos. El poder judicial tomó en consideración el alegato presentado, solamente en cuanto a la presunta denegación del 22 de julio de 2004 y no analizó o investigó los alegatos respecto a una denegación continua de acceso a atención médica. Así, la Comisión observa que, una vez negado el recurso de protección por cuestión de extemporaneidad y sin análisis del fondo de la situación, el señor Pimentel quedó sin otro remedio judicial que le permitiera hacer valer su derecho de protección a la salud en condición de igualdad. En estas circunstancias, la Comisión considera que el señor Pimentel agotó los recursos internos a su alcance.
26. La Comisión concluye que el señor Pimentel agotó los recursos internos que la legislación chilena contempla para el caso específico y el hecho de que el recurso judicial, según lo alegado por los peticionarios, no hubiese cumplido con la salvaguarda que le corresponde, será análisis de la Comisión, prima facie, en el apartado de caracterización, respecto a  las presuntas violaciones a las garantías judiciales.  
2.
Plazo para la presentación de la petición

27. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46(1)(b) de la Convención, para que se admita una petición ésta debe presentarse dentro del plazo estipulado, o sea, seis meses contados a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva dictada a nivel nacional. 
28. En el presente caso, el Estado alegó que la petición fue presentada fuera del plazo establecido por la Convención, puesto que la resolución de la Corte Suprema que habría agotado los recursos internos, es del 21 de septiembre de 2004 y la fecha de presentación de la petición sería del 12 de septiembre de 2005. Al respecto, es de aclarar que si bien la petición fue trasladada al Estado chileno en septiembre de 2005, ésta fue recibida en la Secretaría de la CIDH el 18 de marzo de 2005 y, según el sello postal, fue remitida por los peticionarios el 2 del mismo mes.

29. Por lo anterior, la Comisión observa que la petición fue presentada dentro del plazo de 6 meses estipulado en el artículo 46(1)(b) de la Convención Americana.

3.
Duplicación de procedimientos y res judicata
30. El artículo 46(1)(c) establece que la admisión de una petición está supeditada al requisito de que el asunto "no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional" y el artículo 47(d) de la Convención estipula que la Comisión no admitirá una petición que sea "sustancialmente la reproducción de una petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional."  En el caso de autos, las partes no han alegado, ni surge de las actuaciones, ninguna de dichas circunstancias de inadmisibilidad.


4.
Caracterización de los hechos alegados

31. El artículo 47(b) de la Convención Americana establece que se declararán inadmisibles las peticiones en que no se expongan hechos que caractericen una violación de los derechos garantizados por la Convención. En el presente caso, no le corresponde a la Comisión en esta etapa del procedimiento, decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones a la Convención Americana. La CIDH realizó una evaluación prima facie y determinó que la petición plantea denuncias que, si se prueban, podrían tender a caracterizar posibles violaciones a los derechos garantizados por la Convención. 
32. De la información y los argumentos presentados por los peticionarios, se advierte que su denuncia versa sobre la negativa de atención médica al señor Juan Luis Pimentel Román, en dos ocasiones, por parte del director de un hospital del sistema de salud chileno, por su calidad de peruano, así como sobre el supuesto rechazo erróneo que las autoridades jurisdiccionales hicieran del recurso de protección que el señor Pimentel presentó con la finalidad de evitar la alegada violación continua. 
33. En ese sentido, el reclamo presentado por los peticionarios no se relaciona simplemente con una o dos presuntas negativas del director del hospital, sino con lo que se alega como una continua denegación de tratamiento, con base en su calidad de extranjero, seguido por una supuesta denegación de acceso a la protección judicial. La Comisión considera que cuenta con elementos suficientes para  considerar que, de probarse los hechos, podrían caracterizarse violaciones a los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención, por lo que corresponde definir el alcance de los mismos y su aplicación a las circunstancias concretas del caso, en la etapa de fondo. 

34. Además, en aplicación del principio iura novit curia, la CIDH observa que las presuntas acciones u omisiones del Estado podrían haber tenido como resultado un impacto en el goce del derecho a la salud del señor Pimentel y, un detrimento en su integridad personal, por lo que dichas circunstancias podrían caracterizar una violación al artículo 5 de la Convención. Asimismo, los hechos descritos por los peticionarios podrían caracterizar una violación al artículo 24 de la Convención Americana, por cuanto a la presunta discriminación de la que, en su condición de extranjero, habría sido objeto el señor Pimentel al habérsele negado la atención médica que requería, por parte del servicio de salud público, por ser nacional peruano.  
 
35. En consecuencia, en el caso de autos la Comisión concluye que los peticionarios han formulado denuncias que, si son compatibles con otros requisitos y se comprueban como ciertas, podrían caracterizar una violación de los derechos que gozan de protección conforme a la Convención Americana; más específicamente de los previstos en los artículos 8 (garantías judiciales), y 25 (protección judicial), con relación al 1(1) (obligación de respetar y garantizar derechos) y 2 (deber de adoptar disposiciones de Derecho interno). Además, por aplicación del principio iura novit curia la Comisión concluye que la petición es admisible por la presunta violación de los artículos 5 (integridad personal) 24 (igualdad ante la ley) de la Convención en conexión con los artículos 1(1) y 2 del mismo instrumento.

V.
CONCLUSIONES

36. La Comisión concluye que es competente para tomar conocimiento del caso de autos y que la petición es admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.

37. En virtud de los argumentos fácticos y jurídicos que anteceden, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1.
Declarar admisible el caso de autos en relación con las violaciones que se alegan, de los derechos reconocidos en los artículos 5, 8, 24 y 25 con relación al 1(1) y 2 de la Convención Americana.


2.
Notificar la presente decisión a las partes.


3.
Proseguir el análisis del fondo del asunto.


4.
Hacer público el presente informe y publicarlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA. 
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 12 días del mes de julio de 2010.  (Firmado): Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Patricia Mejía Guerrero, María Silvia Guillén, Rodrigo Escobar Gil y José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión. 
� El Comisionado Felipe González, de nacionalidad chilena, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17(2)(a) del Reglamento de la Comisión.


� Los peticionarios enviaron a la Comisión copia de los resultados de la ecotomografía del señor Pimentel.


� Artículo 19.2. “La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias”. Artículo 19.9 “El derecho a la protección de la salud. El Estado protege el libre e igualitario acceso a las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo…”


Art. 20. “El que por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos y garantías establecidos en el artículo 19… podrá ocurrir por sí o por cualquiera a su nombre, a la Corte de Apelaciones respectiva, la que adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado…”.





